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CONTROL JUDICIAL DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS EMITIDOS POR EL LIQUIDADOR. Teniendo en cuenta que el proceso ejecutivo laboral, como se dijo precedentemente, se encuentra legalmente finalizado, le corresponde a la accionante iniciar la respectiva reclamación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de conformidad con lo expresado en el propio artículo 7º del Decreto 254 de 2000 modificado por el artículo 7º de la Ley 1105 de 2006, que al respecto dice: “Los actos del liquidador relativos a la aceptación, rechazo, prelación o calificación de créditos y en general, los que por su naturaleza constituyen ejercicio de funciones administrativas, constituyen actos administrativos y serán objeto de control por la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Los actos administrativos del liquidador gozan de presunción de legalidad y su impugnación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo no suspenderá en ningún caso el proceso de liquidación.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, seis de mayo de dos mil dieciséis
Acta número ___ de 6 de mayo de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión el día 26 de noviembre de 2015, dentro del proceso ejecutivo laboral, que la señora MARÍA EUGENIA BERNAL GARCÍA promueve contra LA NACION MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL, FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. Y LA SOCIEDAD FIDUCIARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2009-01603-02.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Eugenia Bernal García que la justicia laboral libre mandamiento ejecutivo de pago en contra del Instituto de Seguros Sociales por las siguientes sumas: i) $2.139.211 por concepto de dominicales, festivos y reajuste de prestaciones sociales y ii) $22.385 diarios a partir del 4 de febrero de 2009 hasta que se verifique el pago de la obligación, descontando la suma de $4.933.885 pagada en sede administrativa.
Fundamenta sus pretensiones en que adelantó proceso ordinario laboral en contra del Instituto de Seguros Sociales, mismo que concluyó con sentencia favorable emitida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, en donde se le ordenó cancelar las sumas que se reclaman.

Informa que radicó cuenta de cobro en esa entidad el 10 de junio de 2011, sin embargo, luego de ordenar por medio de varios oficios el pago de $30.577.346, $29.428.923, $4.933.885 y $4.933.885, procedió a cancelar únicamente la última cantidad relacionada, la cual fue consignada debidamente en la cuenta de su apoderado judicial el 24 de abril de 2012, por lo que le quedó adeudando a esa fecha la suma de $25.889.696, no obstante, dicha suma se ha venido incrementando, dado que la sanción moratoria ha continuado corriendo.

Sostiene que teniendo en cuenta el proceso liquidatorio en el que entró el ISS, presentó varias reclamaciones en esa entidad con el fin de obtener el pago del saldo adeudado, constituyéndolo como acreedor de un crédito laboral de primera categoría.

Indica que ante el incumplimiento inició acción de tutela con el fin de que se ordenará el pago de esas acreencias, por lo que el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago por medio de providencia de 23 de febrero de 2012 ordenó que se procediera a liquidar la deuda y a realizar el respectivo pago a su favor.

Refiere que aunado a lo anterior, presentó demanda ejecutiva laboral en contra del ISS el 2 de agosto de 2012, motivo que llevó al juez de conocimiento a librar mandamiento de pago por las sumas debidas, pero en providencia de 23 de julio de 2013 remitió copias auténticas de las piezas procesales del ejecutivo laboral al ISS en Liquidación para que éste fuera acumulado al proceso de liquidación y dio por terminado el proceso. 
Reclama que la Fiduagraria S.A. en su condición de administradora y vocera del Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS está obligada a responder por las obligaciones insolutas a cargo del ISS, pero a pesar de ello, esa entidad por medio de oficio nº UP. 3422 de 1º de julio de 2015, la Fiduagraria S.A. negó el pago integral de la sentencia; finalmente afirma que La Nación Ministerio de Salud y Protección Social debe asumir la obligación de conformidad con lo dispuesto en la Ley 4107 de 2011.

El Juzgado Tercero Laboral del Circuito por medio de auto de 26 de noviembre de 2015 –fls.355 y 356-, luego de analizar las pruebas aportadas con la solicitud de mandamiento de pago, encontró que el pago de la suma de $4.933.885 correspondía al total de la obligación, en el entendido que el Instituto de Seguros Sociales al momento de actualizar la deuda a favor de la ejecutante determinó que esta era del orden de $7.073.096, que al descontarle lo consignado a la demandante -$499.258- y lo depositado en el Fondo Nacional del Ahorro -$1.639.953-, arroja el mismo valor cancelado, por lo que procedió a denegar el mandamiento de pago.
Con base en esos argumentos determinó que no era competente para atender la petición de pago.
Inconforme con la decisión, la señora María Eugenia Bernal García interpuso recurso de apelación, argumentando que las fechas tenidas en cuenta por el Instituto de Seguros Sociales al momento de realizar la liquidación de la sanción moratoria, no son compartidas por su apoderado, ni encuentran soporte dentro del proceso judicial, cuya sentencia se  pretende ejecutar.

Refiere que con antelación a esa liquidación, se realizaron otras que arrojaban como monto de la deuda las sumas de $30.577.346 y $29.428.923, cálculos que fueron revocados sin consentimiento suyo y sin tener en cuenta la orden impuesta en la sentencia que puso fin al trámite ordinario.
Resalta la mala fe de la entidad obligada, representada en el reconocimiento tardío de unas acreencias laborales a favor de su extrabajadora y en el hecho de que, por la vía administrativa, haya debatido las órdenes judiciales a las que fue condenado, cuando en su momento no ejerció su derecho de defensa, razón por la que no comparte que el Juzgado haya convalidado tal proceder.
Para determinar si es viable ordenar el mandamiento de pago pretendido, es preciso hacer las siguientes
CONSIDERACIONES
DE LA ACUMULACIÓN DE LAS ACCIONES EJECUTIVAS AL PROCESO DE LIQUIDACIÓN DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
El Decreto 2013 de 2012, por medio del cual se dispuso la liquidación del Instituto de Seguros Sociales,  en el numeral 5º del artículo 7º señaló como función del liquidador “Dar aviso a los Jueces de la República del inicio del proceso de liquidación, con el fin de que terminen los procesos ejecutivos en curso contra la entidad, advirtiendo que deben acumularse l proceso de liquidación”.
Posteriormente, el ISS en liquidación expidió la Resolución Nº 0212 de 18 de febrero de 2013, el artículo 21 se hizo igual precisión, referente a la terminación de las acciones ejecutivas iniciadas en contra de esa entidad, donde no se reclamaran obligaciones pensionales del régimen de prima media con prestación definida y, su acumulación al proceso liquidatorio, en aplicación al fuero de atracción propia de los procesos concursales.  

Frente a este tipo de decisiones, la Corte Constitucional por medio de la sentencia T-258 de 12 de abril de 2007 con ponencia de la Magistrada Clara Inés Vargas Hernández, ha manifestado que tales disposiciones garantizan el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares los ejecutantes en procesos ejecutivos, cuando quedan vinculados en los procesos de liquidación de las entidades públicas, por cuanto:

“…el proceso ejecutivo singular con medidas cautelares como los procesos liquidatorios tienen el mismo propósito: lograr el pago de las acreencias del deudor. Si bien en el primero este propósito es individual del ejecutante, y puede lograrlo sobre bienes determinados del deudor, el mismo objetivo puede ser conseguido dentro de un proceso liquidatorio universal. En este último, la prenda general constituida por el activo patrimonial del deudor responde ante todos los acreedores en igualdad de condiciones, salvo las prelaciones legales, de manera tal que la garantía de pago subsiste. No es pues cierto, como lo afirma el demandante, que por el hecho de la apertura del proceso liquidatorio, del llamamiento a todos los demandantes en procesos ejecutivos en curso y de la cancelación de los embargos decretados, se eliminen las garantías de pago, pues como queda dicho estas se conservan sobre la masa de la liquidación. Más aun si se trata de obligaciones laborales, que es el caso que motiva la preocupación del actor, pues como es sabido su pago con cargo a esta masa tiene prelación según las normas legales vigentes que regulan la materia, a las que expresamente remite el artículo 32 del Decreto sub examine.”.
Y posteriormente, dentro de la misma providencia, expresó que en estos asuntos no se vulneraban tampoco los derechos a la igualdad y al acceso a la administración de justicia, en virtud a que “…para la Corte resulta claro que la formulación del cargo bajo estudio desconoce que el objetivo mismo del fuero de atracción de los procesos liquidatorios, que se controvierte en esta oportunidad, es el de garantizar que la totalidad de los acreedores de las entidades públicas que se han visto afectadas a procesos de liquidación puedan, efectivamente, acceder a la protección de las autoridades encargadas de llevar a cabo tal proceso liquidatorio, en condiciones de igualdad, sin que existan circunstancias adicionales –tales como la existencia de procesos ejecutivos paralelos contra bienes de propiedad de la entidad en liquidación- que obstruyan o restrinjan la efectividad de sus derechos crediticios.”.

Bajo tales circunstancias, se observa que lejos de constituirse en una vulneración a los derechos fundamentales a la igualdad, al acceso a la administración de justicia y al debido proceso, la terminación de los proceso ejecutivos y la remisión de los expedientes al trámite liquidatorio, se constituye realmente en una garantía para reclamar las obligaciones emanadas de la sentencia proferidas por los jueces,  máxime cuando aquellas son de índole laboral.

CASO CONCRETO

La señora Bernal García, una vez proferida sentencia favorable dentro de la acción ordinaria laboral que dirigió en contra del Instituto de Seguros Sociales, presentó a continuación proceso ejecutivo laboral tendiente a que se librara mandamiento de pago por las sumas de $25.988.985 por concepto de indemnización moratoria, haciendo la advertencia de que se le descontara la suma de $4.933.835 que le fueron pagados en sede administrativa.

El Juzgado Segundo Laboral de Descongestión del Circuito de Pereira, luego de librar mandamiento ejecutivo de pago a favor de la ejecutante, en auto de fecha  23 de julio de 2013 ordenó la terminación del proceso, procediendo a expedir copias auténticas de la sentencia y de todas las actuaciones adelantadas con posterioridad, en aplicación a lo señalado en el Decreto 2013 de 2012 y la resolución Nº 0212 de 18 de febrero de 2013 expedida por el ISS en Liquidación.  

Contra dicha providencia no fue formulado recurso alguno, quedando así legalmente terminada la acción ejecutiva dentro de la jurisdicción ordinaria laboral, motivo por el cual fue remitida al proceso de liquidación del Instituto de Seguros Sociales.
La anterior reseña procesal resultaba necesaria para precisar que no es viable iniciar de nuevo la demanda ejecutiva a continuación de la ordinaria laboral, pues se trata del mismo proceso que adelantó la demandante previamente contra el ISS, el cual fue terminado legalmente, como se advirtió con precedencia.

En segundo lugar, porque al haberse remitido el expediente al proceso liquidatorio del ISS, es en ese proceso concursal donde se debieron realizar todas las acciones tendientes a obtener el pago de las obligaciones a cargo del ISS, sin que resulte procedente intentar un nuevo trámite ejecutivo judicial, pues precisamente, como lo manifestó la Corte Constitucional, el hecho de remitir todos los procesos ejecutivos al proceso liquidatorio, lo que evita es que coexistan junto con éste, actuaciones judiciales paralelas en contra de la entidad en liquidación.
Adicionalmente, según lo informado en oficio Nº UP 3422 de 1º de julio de 2015 expedido por el Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS Liquidado –fls.336 y 337-, por medio del cual se dio respuesta a un derecho de petición elevado por la señora Bernal García, dicha entidad informó que el ISS Liquidado recibió reclamación por parte de la accionante, la cual fue radicada bajo el Nº 18415, procediendo a calificar y graduar el crédito mediante resolución Nº 0212 de 18 de febrero de 2013, siendo rechazado por la causal Nº 24, esto es, no haberse aportado sentencia, laudo arbitral, auto, acta de conciliación o acto administrativo que preste mérito ejecutivo. Decisión que no aparece impugnada resultando ahora imposible realizar por esta vía cualquier modificación a la misma; tal como lo prevé el inciso 2º del artículo 7º del Decreto 254 de 2000 modificado por el artículo 7º de la Ley 1105 de 2006.
Ante esa situación y teniendo en cuenta que el proceso ejecutivo laboral, como ya se dijo, se encuentra legalmente finalizado, le corresponde a la accionante iniciar la respectiva reclamación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de conformidad con lo expresado en el propio artículo 7º del Decreto 254 de 2000 modificado por el artículo 7º de la Ley 1105 de 2006, que al respecto dice: “Los actos del liquidador relativos a la aceptación, rechazo, prelación o calificación de créditos y en general, los que por su naturaleza constituyen ejercicio de funciones administrativas, constituyen actos administrativos y serán objeto de control por la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Los actos administrativos del liquidador gozan de presunción de legalidad y su impugnación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo no suspenderá en ningún caso el proceso de liquidación.”.
En el anterior orden la providencia recurrida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión el 26 de noviembre de 2015, se confirmará, pero por las razones aquí expuestas.
En virtud a la terminación de las medidas de descongestión dispuesta en el Acuerdo PSAA13-9991, se ordenará la remisión del expediente al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, quien conoció originalmente del presente proceso.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira el 26 de noviembre de 2015.
SEGUNDO.- REMITIR  el presente proceso al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad.
Costas en esta instancia no se causaron.
Notifíquese,
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                  ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
                     Salva voto                                

DANIEL BERMUDEZ GIRALDO
Secretario Ad-hoc
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